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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Sentencia - 2ª instancia - 22 de febrero de 2017

Proceso: 

 
Ordinario – Confirma sentencia que negó las pretensiones

Radicación Nro. :
  
 
66001-31-03-001-2013-00048-01
Demandante: 

 NORMARH SAS
Demandado: 



ÁLVARO MARTÍNEZ HURTADO
Magistrado Sustanciador: 
 JAIME ALBERTO ZARAZA NARANJO
Temas:


OBLIGACIÓN DE PAGAR SUMAS DE DINERO / NO SE DEMOSTRÓ LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. “De este derrotero probatorio emerge, en primer lugar, que si lo que se pide es que se declare que existe una obligación a cargo del demandado por los productos enlistados en los documentos que se allegaron con el libelo, no se requiere ser un experto para concluir que ninguno de ellos fue emitido a su cargo, sino de la sociedad que conformó con Luz Stella Ossa Ossa, y de esta última, solo que utilizando el NIT de la misma persona jurídica, como dejando entrever que era por cuenta de esta que se facturaba, aspecto que, sin embargo, no es objeto de este debate. En segundo término, es significativa la aceptación expresa que se hace en el interrogatorio absuelto por la representante legal de la sociedad demandante, en el sentido de que desde cuando se conformó la sociedad Almarth Ltda., se siguió facturando a nombre de ella o de uno de sus socios, en este caso, Luz Stella. Si ello es así, que es lo que en realidad se evidencia con el conjunto de pruebas recaudadas, viene aplicable al caso la situación planteada al comienzo, en el sentido de que una sociedad legalmente constituida conforma una persona jurídica independiente de sus socios individualmente considerados. Es claro, como dicen los testigos, que quien siguió haciendo los pedidos fue Álvaro Martínez, pero, siendo que es el representante legal de Almarh Ltda., no se ve que es lo que tiene de especial que continuara con esa labor, solo que, a partir de 1999, ya no lo hacía para sí, sino a nombre de la sociedad entonces conformada con su consorte. Lamentablemente, para los intereses de la demandante, parecía ser tanta la confianza que había con el demandado, que no se tuvo ninguna precaución de elaborar los documentos en concordancia con la realidad que ahora quiere que se declare; al contrario, es incomprensible por qué, si al comienzo se elaboraban facturas cambiarias, se dejaron de ejecutar en su momento; tampoco, por qué dejaron de expedirse estos soportes y se pasó a unos que carecen de un verdadero poder persuasivo, pues ninguna firma contienen, ni del emisor, ni del destinatario, ni de recibido siquiera, aunque se sabe, porque así lo dijeron los testigos, que los pedidos se entregaban, si eran para esta ciudad, en la sede de Almarh Ltda.  De allí emerge otro circunstancia, y es que a esta altura del proceso, asumiendo que se admitiera la tesis de la parte demandante en el sentido de que la obligación fue adquirida por Álvaro Martínez como persona natural, aun después de creada la sociedad Almarth Ltda., se desconoce cuál es el real valor al que podría ella ascender, precisamente, porque ni siquiera los documentos allegados podrían hacer prueba suficiente en su contra, muy a pesar de que no contestó la demanda, pues para el momento procesal en que ello ocurrió, su silencio constituía apenas un indicio grave, que por sí solo, impide edificar una decisión en su contra.  Corolario de lo dicho, es que, tal cual se concluyó en primera instancia, la legitimación por pasiva no fue demostrada, y, por tanto, el fallo será confirmado.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

         SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado:  Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero veintidós de dos mil diecisiete
Expediente:  66001-31-03-001-2013-00048-01

Acta Nº 84 de febrero 22 de 2017
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia dictada el 14 de noviembre de 2014, por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en este proceso ordinario iniciado por la sociedad Normarh SAS frente a Álvaro Martínez Hurtado. 
1. ANTECEDENTES  
Pidió la demandante que se declarara que Álvaro Martínez Hurtado le adeuda la suma de $299’851.165,oo, suma que debe pagarle junto con los intereses moratorios a la tasa máxima legal, desde la presentación de la demanda, y las costas del proceso. 

En sustento, dijo que el demandado es socio de Normarh SAS; aquel y su esposa Luz Stella Ossa Ossa son “propietarios” de la sociedad Almarh Ltda., con NIT 816-003-611-4; la sociedad demandante le vendía a crédito a Álvaro Martínez los productos que fabrica, y unas veces se facturaban a nombre de la sociedad Almarh Ltda., y otras, de Luz Stella. Además, eran despachados a las direcciones que el demandado indicara, entre ellas el edificio Diario del Otún, o a otras ciudades o municipios.

Esa relación, agregan, se mantuvo desde el año 1979; para el año 1999 se matriculó la sociedad Almarh Ltda., que conformaban Álvaro Martínez Hurtado y Luz Stella Ossa Ossa; para entonces, Álvaro ya era socio de Normarh SAS y se le siguieron suministrando productos, con facturas a nombre de su empresa o de su consorte y socia. Pero desde hace 4 años está en mora de pagar y el saldo asciende a la suma señalada, que está representada en las 605 facturas que relacionó y aportó.

Tales mercancías eran facturadas por Luz Stella Hincapié Rodríguez, las despachaba Gloria Consuelo Suárez Orozco y las entregaba, donde le era indicado, Frederman Ocampo Jaramillo. Ante la mora, se trató de llegar a un acuerdo con el deudor, quien se comprometió a pagar con la venta de un inmueble, pero solo abonó $5’000.000,oo; luego se le propuso pagar parcialmente con sus acciones y firmar un título valor para el resto, pero no aceptó, así que se suspendieron los envíos. 
Admitida la demanda, se le dio traslado al demandado quien guardó silencio. Convocadas las partes a la audiencia de que trata el artículo 101, se llevó a cabo, incluso hasta decretar las pruebas, lo que ocurrió con la complacencia de las partes que se hallaban presentes. Una vez practicadas, se corrió traslado para alegar y ambos litigantes lo hicieron. La demandante se ratificó en sus pretensiones y el demandado manifestó que es una persona natural diferente a las que aluden las facturas cuyo reconocimiento se pretende; además, que se quedó sin demostrar la entrega efectiva de las mercancías allí relacionadas. 

El fallo negó las pretensiones, porque la demandante no logró probar con seguridad e inequívoca certeza, que dichos los (sic) negocios se realizaron con el demandado como persona natural. No alcanzó a demostrar el demandante que el demandado es el obligado a responder por la mora en el pago de las facturas y se considera que el cobro debe dirigirse a quieres se beneficiaron de las mismas…”. 

Apeló la afectada y sustentó en esta sede con apoyo en estos supuestos: (i) la declaración de Luis Fernando López Ramírez señala que Álvaro Martínez era un distribuidor de los productos de la sociedad, y era por instrucciones suyas que se elaboraban las órdenes y se despachaban y facturaban a quien él indicaba, pero el crédito era directamente con el demandado. Ese testimonio fue respaldado con el de Alfonso López Ramírez, Luz Stella Hincapié Rodríguez, Gloria Consuelo Suárez Orozco, Carlos Arturo Brand Marín y Frederman Ocampo Jaramillo, quienes fueron desprevenidamente a declarar y sus tachas son infundadas; (ii) los documentos allegados a última hora por el demandado, que no fueron tenidos en cuenta, refieren la liquidación de la sociedad Almarth Ltda., con lo que es claro que las deudas que aquí se cobran no eran de ella, sino de Álvaro, pues sociedades de ese tipo no pueden liquidarse mientras haya pasivos pendientes; (iii) los recibos de entrega de la mercancía fuera de la ciudad le llegaban directamente a Álvaro Martínez, así como los pagos ingresaban a su patrimonio; y los de las entregas que se surtían dentro de la misma, se destruían por el vigilante, pues lo importante era controlar la entrega: (iv) hay un error al fundamentar la sentencia en una supuesta falta de legitimación del demandado, porque las pruebas demuestran su obligación para con la sociedad; y (v) el demandado no contestó la demanda, a pesar de lo cual el juez le hizo decir a las pruebas algo diferente a lo que revelaban, sin tener en cuenta, insiste en ello, en que la obligación contraída por Álvaro Martínez fue como persona natural.    
2. CONSIDERACIONES

2.1. Cada uno de los presupuestos procesales se cumple en este caso y no se avista irregularidad alguna que pueda dar al traste con lo actuado. 
2.2. El tema central aquí gira en torno a la legitimación en la causa y es en ese aspecto que detendrá su atención la Sala, con el fin de resolver el problema que se plantea acerca de si el demandado actuó como persona natural, individualmente considerado, o si está comprometida la responsabilidad de la sociedad que conformó con su cónyuge, en cuyo caso ha debido demandarse a la persona jurídica. 
2.3. De vieja data se ha decantado, luego de superar discusiones sobre la naturaleza de la misma, que la legitimación en la causa es cuestión que atañe al derecho sustancial, no al procesal, y por tanto, se le tiene como un presupuesto de la acción que, en consecuencia, debe resolverse de fondo. Tan importante es su configuración en un proceso, que superado el estudio de los presupuestos procesales, incumbe al juez estudiar, de oficio o por vía de excepción, si se satisface esa titularidad, tanto por activa, como por pasiva.
A propósito, puede adelantarse que la primera corresponde a la identidad entre el demandante y quien es el titular del derecho sustancial que se reclama; en tanto que la segunda obedece a la identidad del demandado, con aquel titular de la obligación que se debe satisfacer, sea que se trate de una prestación de dar, de hacer o de no hacer. Este, que ha sido criterio inveterado, se recuerda constantemente por la jurisprudencia. Recientemente, por ejemplo, se dijo: 
El acceso a la administración de justicia como garantía de orden superior (artículo 229 de la Constitución Política), para su plena realización, requiere que quien reclama la protección de un derecho sea su titular, ya sea que se pida a título personal o por sus representantes, pues, no se trata de una facultad ilimitada. Ese condicionamiento, precisamente, es el que legitima para accionar y, de faltar, el resultado solo puede ser adverso, sin siquiera analizar a profundidad los puntos en discusión.

Al respecto la Corte, en SC 24 jul. 2012, rad. 1998-21524-01, citada en SC4809-2014, recordó que 

[l]a legitimación en la causa consiste en ser la persona que la ley faculta para ejercitar la acción o para resistir la misma, por lo que concierne con el derecho sustancial y no al procesal, conforme lo tiene decantado la jurisprudencia (…) En efecto, ésta ha sostenido que “el interés legítimo, serio y actual del “titular de una determinada relación jurídica o estado jurídico” (U. Rocco, Tratado de derecho procesal civil, T. I, Parte general, 2ª reimpresión, Temis-Depalma, Bogotá, Buenos Aires, 1983, pp. 360), exige plena coincidencia “de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva). (Instituciones de Derecho Procesal Civil, I, 185)” (CXXXVIII, 364/65), y el juez debe verificarla “con independencia de la actividad de las partes y sujetos procesales al constituir una exigencia de la sentencia estimatoria o desestimatoria, según quien pretende y frente a quien se reclama el derecho sea o no su titular” (cas. civ. sentencia de 1° de julio de 2008, [SC-061-2008], exp. 11001-3103-033-2001-06291-01). Y ha sido enfática en sostener que tal fenómeno jurídico ‘es cuestión propia del derecho sustancial y no del procesal, por cuanto alude a la pretensión debatida en el litigio y no a los requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de éste” (Sent. de Cas. Civ. de 14 de agosto de 1995, Exp. n° 4268, reiterada en el fallo de 12 de junio de 2001, Exp.n° 6050)”.

En la referida SC4809-2014 recalcó la Sala que

[s]i bien el artículo 229 de la Constitución Política garantiza el acceso de toda persona a la administración de justicia, no se trata de un derecho absoluto, puesto que tiene como cortapisa el que se tenga un interés legítimo para poner en funcionamiento el aparato jurisdiccional del estado. En caso contrario, se asumen las consecuencias adversas de la perturbación que un proceder arbitrario o sin fundamento les genere a los que injustificadamente sean convocados a los estrados (…) La relevancia de tal comportamiento, lejos de constituir un desfase procesal susceptible de ser regularizado, conlleva la imposibilidad de finiquitar plenamente la contienda, pues, su connotación sustancial obliga a la denegación de los pedimentos, sin que haya lugar a estudiar el fondo de los puntos en discusión (…).

2.4. Ahora bien, para lo que ha de resolverse, quizá sea pertinente memorar que a la luz del artículo 98 del Código de Comercio, una vez constituida una sociedad, ella forma una persona jurídica distinta de los socios individualmente considerados, lo cual es relevante, porque, en consecuencia, cuando de actos por los que deba responder la colectividad se trate, es inadecuado dirigir la demanda contra uno de sus socios como persona natural, a menos que se demuestre, claro, que sus actos fueron celebrados por fuera del marco social y que con ellos comprometió su propia responsabilidad. De lo contrario, efectuados dentro del giro normal de la sociedad, será esta la llamada a enfrentar, por medio de su representante, las diferentes acciones que en su contra se promuevan. 
Señaló la jurisprudencia a este respecto que: 
Tratándose de sociedades, la petición de inoponibilidad de los actos abusivos de sus representantes le corresponde impetrarla a la sociedad, no a sus socios individualmente considerados, enunciado que se desprende como corolario necesario del fenómeno de la personificación del ente social. En efecto, dispone el artículo 98 del Código de Comercio que “…La sociedad, una vez constituida legalmente, forma una persona jurídica distinta de los socios individualmente considerados”, regla que mirada a la luz de un criterio eminentemente pragmático, es decir,  despojada de las entelequias que al respecto suelen elaborarse, tiene por finalidad preponderante la de reducir la pluralidad de los socios a una sola persona, o sea constituyéndola como un sujeto de derecho, aspecto en el cual la equipara a la persona humana, cuestión que es de su resorte porque la “persona” es una substantividad exclusivamente jurídica, una creación del derecho que, en cuanto tal, éste puede extender para someterlo a las necesidades de la coexistencia humana.

En ese orden de ideas, la sociedad como persona jurídica, es una realidad para el derecho, aun cuando, obviamente, para el mundo de los sentidos no lo sea, equiparada a la persona humana en cuanto sujeto del derecho y, por ende,  con capacidad de goce y de ejercicio, pero totalmente distinta de cada uno de los socios que la integran, enunciado de cardinal importancia que permite inferir, entonces, que la sociedad contrae obligaciones y ejerce derechos propios, que sus bienes no pertenecen en comunidad a los socios sino a ella misma y que las obligaciones de los socios no son sus obligaciones. “Formada una sociedad con las solemnidades que prescribe la ley, ha dicho la Corte, ella reviste una personalidad jurídica con propia representación, que no es dable confundir con la singular de cada uno de los socios ni con la sociedad de hecho que ellos hayan podido formar anteriormente, pues este último tipo de asociación carece de una personería jurídica distinta de la de las personas naturales que la constituyen; como tampoco puede confundirse la personalidad de éstas con la de una institución que la ley organiza como persona jurídica independiente, y como se ha expresado, con su propia representación” (G. J. XCVII, pág. 701)

Sin desdeñar las importantes relaciones internas que se originan en la sociedad, lo cierto es que su destino fundamental es el de participar en el tráfico jurídico creando vínculos exteriores, para lo cual se vale de sus órganos o representantes, quienes ante la falta de una voluntad natural del ente colectivo, actúan en las relaciones jurídicas comprometiéndola, dentro de los límites trazados por la ley y los estatutos (artículo 196 del Código de Comercio), y solo a falta de estipulación expresa se entiende que quienes representan a la sociedad pueden celebrar todos los actos y contratos comprendidos dentro del objeto social o que se relacionen con la finalidad de la persona jurídica .
 

2.5. Esto viene a cuento, porque, se reitera, está en discusión si las obligaciones, cuya existencia pretende la demandante que se declare, fueron contraídas por Álvaro Martínez Hurtado como persona natural, o si lo hizo como socio y representante legal de la sociedad Almarth Ltda.
2.6. Para dilucidar la cuestión hay que considerar lo que se trajo al expediente: 
a.
Demanda la sociedad Normarh SAS, antes sociedad Limitada (f. 892, c. 1), uno de cuyos socios es Álvaro Martínez Hurtado (f. 898 ib.).
  


b.
La sociedad Almarh Ltda., fue constituida el 26 de febrero de 1999; son sus socios Álvaro Martínez Hurtado y Luz Stella Ossa Ossa (f. 906, c. 1), y según se señala hoy está en liquidación, aunque la prueba que lo acredita no fue admitida por el juzgado (f. 995 a 1002 ej.). 
  


c.
Se allegaron 605 documentos, en copia (f. 2 a 891, c. 1), de los cuales, como se refiere en la demanda, 131 fueron facturados a nombre de Almarh Ltda., con NIT 816003611-4; y los restantes a Luz Stella Ossa Ossa, quien para el efecto, también fue identificada con el mismo NIT. 
  


d.
Afirma la demandante en el libelo que le vendía a crédito al señor Álvaro Martínez, y por instrucciones suyas se facturaba a nombre de Almarh Ltda., o de Luz Stella Ossa Ossa (hecho cuarto); luego en el hecho séptimo se adujo que a partir de 1999, una vez matriculada la sociedad creada por el demandado y su esposa, se le siguieron suministrando mercancías sin límite y las facturas se hacían a nombre de la empresa o de su consorte. 

 


e.
En el interrogatorio absuelto por la representante legal de la sociedad demandante (f. 984 a 987, c. 1), dijo que inicialmente la relación fue con Álvaro Martínez, porque la sociedad Almarth apareció en los noventa, y era de distribución de los productos de Normarh en distintas zonas del país; él tenía sus clientes y se le facturaba por Almarth o Luz Stella Ossa. Al insistirle acerca de la persona a la que se le facturaba, reiteró que era a Almarth o a Luz Stella. 

  


f. 
Los testigos fueron contestes en señalar que la facturación se hacía a nombre de Almarth Ltda o Luz Stella Ossa, pero por pedidos que realizaba Álvaro Martínez, quien señalaba a quién se le facturaba y a dónde se enviaba el pedido. 
  


Luis Fernando López Ramírez, socio de la demandante, dijo, en lo que es de interés para el caso, que las órdenes de los pedidos las recibían de Álvaro y el crédito era directamente para él, solo que este definía a quién se le iba a facturar. 

  


Alfonso López Ramírez, quien laboró en la sede de la accionante, empezó diciendo que para él Luz Stella Ossa, Almarth y Álvaro Martínez, eran una sola persona, la facturación se iniciaba con un pedido que este hacía y luego indicaba a qué cliente se le iba a despachar y a nombre de quién se debía elaborar el documento. 
  


Luz Stella Hincapié Rodríguez, Carlos Arturo Brand Marín, Gloria Consuelo Suárez Orozco y Frederman Ocampo Jaramillo, declararon en similar sentido. 
2.7. De este derrotero probatorio emerge, en primer lugar, que si lo que se pide es que se declare que existe una obligación a cargo del demandado por los productos enlistados en los documentos que se allegaron con el libelo, no se requiere ser un experto para concluir que ninguno de ellos fue emitido a su cargo, sino de la sociedad que conformó con Luz Stella Ossa Ossa, y de esta última, solo que utilizando el NIT de la misma persona jurídica, como dejando entrever que era por cuenta de esta que se facturaba, aspecto que, sin embargo, no es objeto de este debate. 
  



En segundo término, es significativa la aceptación expresa que se hace en el interrogatorio absuelto por la representante legal de la sociedad demandante, en el sentido de que desde cuando se conformó la sociedad Almarth Ltda., se siguió facturando a nombre de ella o de uno de sus socios, en este caso, Luz Stella.
   



Si ello es así, que es lo que en realidad se evidencia con el conjunto de pruebas recaudadas, viene aplicable al caso la situación planteada al comienzo, en el sentido de que una sociedad legalmente constituida conforma una persona jurídica independiente de sus socios individualmente considerados. 

   



Es claro, como dicen los testigos, que quien siguió haciendo los pedidos fue Álvaro Martínez, pero, siendo que es el representante legal de Almarh Ltda., no se ve que es lo que tiene de especial que continuara con esa labor, solo que, a partir de 1999, ya no lo hacía para sí, sino a nombre de la sociedad entonces conformada con su consorte. 

  



Lamentablemente, para los intereses de la demandante, parecía ser tanta la confianza que había con el demandado, que no se tuvo ninguna precaución de elaborar los documentos en concordancia con la realidad que ahora quiere que se declare; al contrario, es incomprensible por qué, si al comienzo se elaboraban facturas cambiarias, se dejaron de ejecutar en su momento; tampoco, por qué dejaron de expedirse estos soportes y se pasó a unos que carecen de un verdadero poder persuasivo, pues ninguna firma contienen, ni del emisor, ni del destinatario, ni de recibido siquiera, aunque se sabe, porque así lo dijeron los testigos, que los pedidos se entregaban, si eran para esta ciudad, en la sede de Almarh Ltda.  

  



De allí emerge otro circunstancia, y es que a esta altura del proceso, asumiendo que se admitiera la tesis de la parte demandante en el sentido de que la obligación fue adquirida por Álvaro Martínez como persona natural, aun después de creada la sociedad Almarth Ltda., se desconoce cuál es el real valor al que podría ella ascender, precisamente, porque ni siquiera los documentos allegados podrían hacer prueba suficiente en su contra, muy a pesar de que no contestó la demanda, pues para el momento procesal en que ello ocurrió, su silencio constituía apenas un indicio grave, que por sí solo, impide edificar una decisión en su contra. 
2.8. Corolario de lo dicho, es que, tal cual se concluyó en primera instancia, la legitimación por pasiva no fue demostrada, y, por tanto, el fallo será confirmado. 
2.9. 
Las costas en esta sede serán a cargo de la recurrente y a favor del demandado. Las mismas se liquidarán en primera instancia, en la forma prevista por el artículo 366 del nuevo estatuto procesal civil, incluidas las agencias en derecho, pues por el tránsito de legislación, a partir de la notificación de este proveído, inclusive, deben aplicarse las reglas del CGP.
3. DECISIÓN

En armonía con lo discurrido, la Sala Civil Familia del tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada el 14 de noviembre de 2014, por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en este proceso ordinario iniciado por la sociedad Normarh SAS frente a Álvaro Martínez Hurtado. 
Costas en esta instancia a cargo de la parte demandante y en favor de la demandada, las que se liquidarán de acuerdo con las reglas del nuevo estatuto procesal. 
Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA

 Con salvamento parcial de voto
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 23 de octubre de 2015, radicación 11001-31-03-039-2010-00490-01, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez





� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 23 de septiembre de 2002, expediente 6386, M.P. Jorge Antonio Castillo Rugeles. 
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